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(Tomo 244: 855/870)  

 _____ Salta, 10 de abril de 2023. ________________________________  

 _____ Y VISTOS: Estos autos caratulados “R., G. M.; R., J. M. VS. 
INSTITUTO PROVINCIAL DE SALUD DE SALTA (I.P.S.) – AMPARO – RECURSO 
DE APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 42.215/22), y _______________________  
___________________________CONSIDERANDO: _________________________  
 _____ 1º) Que por actuación ID 7444471 el demandado interpone 

recurso de apelación en contra de la sentencia que hizo lugar a la 

acción de amparo y ordenó al Instituto Provincial de Salud de 

Salta a otorgar: 1) la cobertura integral (100%) de las 

prestaciones de rehabilitación peticionadas y recomendadas por el 

médico de cabecera del hijo de los actores -módulo de maestra de 

apoyo a la inclusión escolar, psicopedagogía, psicología, 

psicomotricidad y fonoaudiología-, en los términos y con los 

alcances requeridos en la demanda, como así también de toda otra 

prestación médica, farmacológica, de rehabilitación y asistencial 

que la discapacidad del niño torne necesarias en el futuro, a 

criterio del profesional que lo atiende, debidamente justificadas 

y mientras se encuentre en vigencia el certificado extendido de 

conformidad a la Ley Nacional 24901, con los alcances y a los 

valores establecidos por la referida normativa; 2) el reintegro   

-en el plazo de veinte días hábiles- de las sumas reclamadas, de 

conformidad a los comprobantes de pago acompañados (actuación ID 

7405946). ________________________________________________________  

 _____ Para resolver como lo hizo, la jueza “a quo” consideró, en 

lo esencial, que además de la vía intentada, en autos se discute 

la procedencia de la cobertura integral a valores del nomenclador 

nacional de las distintas prestaciones que se solicitan, si 

corresponde disponer en este proceso que tal cobertura alcance a 

prestaciones futuras, y el reintegro de las sumas abonadas por los 

padres del niño para poder acceder a los tratamientos médicos y de 

rehabilitación necesarios. _______________________________________  

 _____ Estimó que en el caso se encuentra justificada la vía 

expedita del amparo como instrumento para garantizar los derechos 

humanos fundamentales; consideró que el I.P.S. se ha resistido 

durante todo el proceso a reconocer la cobertura integral de las 

prestaciones reclamadas, aduciendo que sus obligaciones se limitan 

a las precisadas en la Ley 7600 con valores que establece el 

nomenclador provincial, y que ello demuestra que el reclamo 

administrativo previo resultaba innecesario, pues se habría 

arribado al mismo resultado. _____________________________________  

 _____ Hizo referencia a la Ley Nacional 24901 y su decreto 

reglamentario, sobre cuyas bases se creó la estructura jurídico-

institucional necesaria para la implementación del Sistema de 

Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a 

favor de las personas con discapacidad. Consideró, además, que la 

pretensión deducida en autos tiene como centro a un niño, cuyo 

interés superior debe primar para resolver el caso, de conformidad 

a lo establecido por la Convención Sobre los Derechos del Niño.___  

 _____ Evaluó que a partir de la vigencia de la Ley 7600 el 

Instituto Provincial de Salud de Salta está obligado a brindar las 

prestaciones básicas de atención integral previstas en la norma 

nacional, y que la falta de tal cobertura –de acuerdo a lo 

prescripto por los facultativos-, vulnera el derecho a la salud. 

Ponderó que de las constancias de los expedientes administrativos 

surge que el demandado brindó las prestaciones peticionadas a 
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valores inferiores a los establecidos en el nomenclador nacional, 

y que tal situación constituye una cobertura parcial. _____________  

 _____ Consideró que el art. 2º de la Ley Provincial 7600 –que 

adhirió al sistema de la Ley Nacional 24091- establece que el 

Instituto Provincial de Salud de Salta está obligado a brindar las 

prestaciones básicas de atención integral de acuerdo a un 

nomenclador especial que establezca con sus prestadores, 

respetando las prestaciones básicas determinadas según la Ley 

Nacional mencionada. ______________________________________________  

 _____ Señaló, además, que atento a los comprobantes de pago 

acompañados, corresponde hacer lugar al pedido de reintegro de las 

sumas abonadas por los amparistas por los tratamientos médicos y 

de rehabilitación del niño, dado que su reconocimiento guarda 

relación directa e inmediata con la protección de la salud del 

amparado, sin que el demandado haya acreditado su imposibilidad 

para afrontarlos. _________________________________________________  

 _____ Finalmente, también hizo lugar a la petición de cobertura de 

toda otra prestación médica, farmacológica, de rehabilitación y 

asistencial que en el futuro necesite el hijo de los actores, a 

criterio del profesional que lo trata, sin perjuicio de las 

facultades de control que le corresponden a la obra social. _______     

 _____ Al expresar agravios (actuación ID 7500645), la Dra. P. I. 

A. M., en representación del demandado, manifiesta que la 

sentencia carece de fundamentación, y que desnaturaliza el 

carácter excepcional que tiene la acción de amparo. Señala que la 

jueza “a quo” condenó al I.P.S. a brindar cobertura a una serie de 

prestaciones conforme a valores superiores a los reconocidos para 

cada una de ellas, en base a la facultad que le otorga el art. 2º 

de la Ley 7600 para establecer un nomenclador especial con sus 

prestadores. ______________________________________________________  

 _____ Postula, además, que su representado no puede ser condenado 

a brindar prestaciones futuras, pues respecto de ellas no se 

evidencia la urgencia ni la amenaza de un daño inminente para la 

procedencia de la vía excepcional del amparo. Cuestiona también, 

que se lo condene al reintegro de las sumas reclamadas, pues      

–según entiende- tal cuestión no puede ser planteada en un amparo 

por tratarse de una pretensión pecuniaria; y que se le otorgue el 

plazo de veinte días hábiles para cumplir con el reintegro 

ordenado, término que –según afirma- le imposibilitará ejercitar 

las facultades de control correspondientes. _______________________  

 _____ Expresa que su representado tiene la facultad de controlar y 

auditar los ítems que como pedidos médicos o solicitudes de 

reintegro presentan sus afiliados, por lo que no debe ser 

considerado como un mero espectador de las peticiones que realicen 

los amparistas, sin poder tener la potestad de auditar la 

procedencia y/o validez de tales pedidos de conformidad con los 

circuitos establecidos internamente por la institución y en 

cumplimiento de la Ley de Procedimientos Administrativos. _________   

 _____ Por actuación ID 7564308 los actores contestan traslado del 

memorial y solicitan el rechazo de la apelación interpuesta, por 

los fundamentos que allí exponen, y por actuación ID 7630420 

dictamina la señora Asesora General de Incapaces. _________________  

 _____ A fs. 20/22 dictamina el señor Fiscal ante la Corte Nº 1 y a 

fs. 23 se llaman autos para resolver, providencia que se encuentra 

firme.  ____________________________________________________________   

 _____ 2º) Que a tenor de lo dispuesto por el art. 87 de la 

Constitución de la Provincia, la acción de amparo procede ante 
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actos u omisiones ilegales de la autoridad restrictivos o 

negatorios de las garantías y derechos subjetivos explícita o 

implícitamente allí consagrados. La viabilidad de esta acción 

requiere, en consecuencia, la invocación de un derecho 

indiscutible, cierto, preciso, de jerarquía constitucional, pero 

además, que la conducta impugnada sea manifiestamente arbitraria o 

ilegítima, y que el daño no pueda evitarse o repararse 

adecuadamente por medio de otras vías (conf. esta Corte, Tomo 

127:315; 219:169, entre otros). __________________________________  

 _____ El amparo, por lo demás, constituye un proceso excepcional 

que exige, para su apertura, circunstancias muy particulares, 

caracterizadas por la presencia de arbitrariedad o ilegitimidad 

manifiesta que, ante la ineficacia de los procedimientos 

ordinarios, origina un daño grave solo eventualmente reparable por 

este procedimiento urgente y expeditivo. Debe tratarse de una 

vulneración de garantías constitucionales, pues la razón de ser de 

la acción de amparo no es someter a la vigilancia judicial el 

desempeño de los funcionarios y organismos administrativos, ni el 

contralor del acierto o error con que ellos cumplen la función que 

la ley les encomienda, sino proveer el remedio adecuado contra la 

arbitraria violación de los derechos y garantías reconocidos por 

la Constitución (conf. doctrina de la CSJN, en Fallos, 305:2237; 

306:788, entre muchos otros). ____________________________________  

 _____ El objeto de la demanda de amparo, en resumen, es la tutela 

inmediata de los derechos fundamentales acogidos por la Carta 

Magna frente a una trasgresión que cause daño irreparable en 

tiempo oportuno y que exige urgentes remedios (esta Corte, Tomo 

112:451, entre otros). ___________________________________________  

 _____ 3º) Que hasta la reforma de la Constitución Nacional de 1994 

no existía en el ámbito nacional texto alguno de jerarquía 

constitucional que consagrara explícitamente el derecho a la 

salud. Si bien las obligaciones del Estado en la materia podían 

inferirse de la mención del carácter integral de la seguridad 

social, el otorgamiento de jerarquía constitucional al Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

modificó sensiblemente el panorama legal en cuestión (art. 75, 

inc. 22 de la C.N.). _____________________________________________  

 _____ En el mencionado pacto, los Estados Partes se comprometieron 

a propender al derecho de todas las personas a disfrutar del más 

alto nivel posible de salud física y mental, adoptando medidas 

para hacer efectivos tales derechos (CSJN, Fallos, 323:3229, 

“Campodónico de Beviacqua”). Asume así el Estado tales 

obligaciones con características proyectivas, comprometiendo la 

aplicación progresiva del máximo de los recursos posibles. Esto 

significa un esfuerzo constante que asume aquél y que no se agota 

en un acto concreto, sino que debe ser una política continua y 

comprometida. ____________________________________________________  

 _____ El goce de la salud, entendido en sentido amplio, importa la 

defensa del derecho a la vida y a la preservación de aquélla, que 

dimana de normas de la más alta jerarquía (conf. Preámbulo y arts. 

31, 33, 42, 43 y 75, inc. 22 de la C.N.; 3º y 8º de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos; 12.1 y 12.2 ap. “d” del Pacto 

Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 

4.1, 5.1 y 26 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos).________________________________________________________ 
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 _____ A su vez, nuestra Carta Magna Provincial, en sus arts. 41 y 

42, contiene disposiciones concretas y claras referidas a la 

protección del derecho a la vida y a la atención de la salud. _____  

 _____ 4º) Que por medio de la Ley 27044 se asignó jerarquía 

constitucional a la Ley Nacional 26378 mediante la cual se aprobó 

la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 

cuyo objeto primordial es promover, proteger y asegurar el goce 

pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y 

libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, 

y promover el respeto de su dignidad inherente. ___________________  

 _____ Estatuye asimismo su derecho a gozar del más alto nivel 

posible de salud, sin discriminación por motivos de discapacidad, 

y a quienes se deberá proporcionar los servicios de salud que 

requieran como consecuencia de su discapacidad, incluidas la 

pronta detección e intervención, cuando proceda, y servicios 

destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas 

discapacidades, incluidos los niños, las niñas y las personas 

mayores (art. 25). ________________________________________________  

 _____ 5º) Que en el caso no se ha cuestionado la existencia de la 

discapacidad del niño, como así tampoco su condición de 

beneficiario de la obra social como afiliado forzoso, ni que las 

terapias que le han sido prescriptas no fueran acordes a su 

patología, aspectos que llegan incontrovertidos a esta 

instancia._______________________________________________________ 

 _____ Los agravios del apelante se dirigen a discutir la cobertura 

dispuesta a valores nacionales, postulando la falta de 

consideración de la normativa provincial que establece su propio 

nomenclador; a cuestionar que se lo condene a brindar prestaciones 

futuras, y que se disponga el reintegro de las sumas abonadas por 

los amparistas, en el plazo de veinte días hábiles. _______________  

 _____ 6º) Que debe tenerse presente que la Ley Nacional 24901 

instituye un sistema de prestaciones básicas en habilitación y 

rehabilitación integral a favor de las personas con discapacidad, 

a la cual adhirió la Provincia mediante la Ley 7600. Esta última 

determina en forma expresa que el I.P.S. está obligado a brindar 

las prestaciones básicas de atención integral de acuerdo a un 

nomenclador especial que establezca con sus prestadores, 

respetando las prestaciones básicas determinadas según Ley 24901 

(art. 2º). ________________________________________________________  

 _____ Ahora bien, aún cuando la legislación provincial habilita la 

conformación de un nomenclador especial que el demandado 

establezca con sus prestadores, esta Corte ha sostenido, en 

precedentes similares, que su aplicación no puede ocasionar 

detrimento a la cobertura integral de la salud de los afiliados 

(Tomo 215:781; 216:239, entre otros). Es decir que tal 

prerrogativa no puede traducirse en un óbice para que sus 

beneficiarios accedan a una prestación que resulte más adecuada 

dentro de las enunciadas y previstas por el específico 

ordenamiento tutelar, y dentro de un marco de razonabilidad, como 

el que aquí se analiza. ___________________________________________  

 _____ Ello es así por cuanto el derecho a la preservación de la 

salud es una obligación impostergable que tiene la autoridad 

pública, quien debe garantizarlo con acciones positivas, sin 

perjuicio de las obligaciones que deban asumir en su cumplimiento 

las jurisdicciones locales, las obras sociales o las entidades de 

la llamada “medicina prepaga” (conf. CSJN, Fallos, 321:1684; 

323:1339). ________________________________________________________  
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 _____ Cabe agregar que la citada doctrina del Alto Tribunal 

Federal ha señalado reiteradamente que las obligaciones que 

incumben a la Nación en materia sanitaria no son exclusivas ni 

excluyentes de las que competen a sus unidades políticas en sus 

esferas de actuación sino que, en estados de estructura federal, 

pesan sobre ellas responsabilidades semejantes, que también se 

proyectan sobre las entidades públicas y privadas que se 

desenvuelven en este ámbito, sosteniendo que, de lo contrario, las 

leyes sancionadas en la materia no dejarían de ser sino enfáticas 

enumeraciones programáticas vacías de operatividad (conf. Fallos, 

331:2135). _______________________________________________________  

 _____ Por su parte, en las Observaciones Finales al informe 

inicial de Argentina, aprobadas durante la 91ª sesión, celebrada 

el 27/09/2012, el Comité sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad observó con preocupación el hecho de que no toda la 

legislación provincial Argentina esté armonizada con la 

Convención, circunstancia que genera disparidades en la forma en 

la que a nivel local se entienden los derechos de las personas con 

discapacidad y su concreta implementación. En virtud de tal 

observación, el Comité instó a nuestro país a tomar las medidas 

necesarias para armonizar toda su normativa federal, provincial y 

local con los preceptos de la Convención, en un marco que asegure 

la participación efectiva de las organizaciones de personas con 

discapacidad, en concordancia con el art. 4º, inc. 3º, de dicho 

instrumento. _____________________________________________________  

 _____ 7º) Que en tal contexto normativo, esta Corte ha entendido 

que la cobertura debe ser “integral” y por lo tanto comprensiva 

del 100% de las prestaciones, y que aquélla no está limitada al 

nomenclador provincial, siendo aplicable el nomenclador nacional, 

por cuanto no resulta ajeno a la jurisdicción local (conf. esta 

Corte, Tomo 219:169; 240:733). ___________________________________  

 _____ Debe recordarse que la Constitución tiene la condición de 

norma jurídica suprema y que, en cuanto reconoce derechos, lo hace 

para que estos resulten efectivos y no ilusorios, sobre todo 

cuando, como en el caso, se encuentra en debate un derecho humano. 

Todo ello explica “...que al reglamentar un derecho 

constitucional, el llamado a hacerlo no pueda obrar con otra 

finalidad que no sea la de dar a aquél toda la plenitud que le 

reconozca la Constitución Nacional. Los derechos constitucionales 

son susceptibles de reglamentación, pero esta última está 

destinada a no alterarlos, lo cual significa conferirles la 

extensión y comprensión previstas en el texto que los enunció y 

que manda a asegurarlos. Es asunto de legislar, sí, pero para 

garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos 

por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes 

sobre derechos humanos” (CSJN, Fallos, 327:3677; 339:1077, entre 

otros). __________________________________________________________  

 _____ Es de hacer notar, asimismo, que el marco jurídico antes 

aludido debe ser interpretado teniendo como horizonte el interés 

superior del menor B.R.R., hijo de los amparistas (conf. arts. 3º 

de la Convención sobre los Derechos del Niño y 7.2 de la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad).__ 

 _____ 8º) Que respecto al planteo que la sentencia contiene una 

condena a futuro, tal modalidad se encuentra justificada en la 

necesidad de evitar la interrupción de los variados tratamientos 

que la patología del niño impone, ante la eventualidad de que su 
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estado de salud pueda quedar en riesgo por la falta de cobertura 

de las prestaciones que prescriban los facultativos. ______________  

_____De tal manera, la manda judicial impugnada procura conferir 

continuidad a los tratamientos médicos que sean determinados como 

necesarios por los galenos para la salud del hijo de los actores, 

lo que no excluye la facultad de control de la obra social 

demandada, la cual debe ejercerse resguardando el “principio de no 

interrupción”, consistente en no discontinuar una situación 

favorable al paciente, que tiene base en el principio de 

progresividad y no regresividad imperante en los pactos de 

derechos humanos y que fue reconocido por esta Corte en numerosos 

precedentes (conf. Tomo 140:81; 194:211; 237:825, entre otros).___ 

 _____ En efecto, la sentencia dictada en autos no obsta a las 

posibilidades de control y auditoría del Instituto Provincial de 

Salud de Salta, ni a las facultades de objetar el tratamiento 

cuando fundadamente resulten innecesarias, inconvenientes a la 

salud del paciente o inconducentes para su mejor tratamiento. 

Incluso, al ordenar a la entidad autárquica la cobertura integral 

de las prestaciones actualmente requeridas y de las que en lo 

sucesivo soliciten los amparistas, el fallo señala expresamente 

que tal cobertura procederá en la medida en que tales prestaciones 

estén debidamente justificadas y mientras se encuentre en vigencia 
el certificado extendido de conformidad a la Ley 24901. Sin 

perjuicio de ello, cabe recordar que conforme lo tiene dicho esta 

Corte, en los supuestos en que la obra social formule alguna 

objeción, ésta debe proponer la exclusión o limitación que sus 

profesionales auditores aconsejen, sin mengua alguna al “principio 

de no interrupción” (conf. Tomo 202:967; 240:107). ________________  

 _____ 9º) Que corresponde analizar, por último, el cuestionamiento 

referido al reintegro dispuesto en el fallo impugnado. En tal 

sentido, del examen de la demanda surge que los actores 

solicitaron, prioritariamente, la cobertura integral de las 

prestaciones médicas, farmacológicas y de rehabilitación o 

asistencial que requiere el menor B.R.R., con los alcances y a los 

valores establecidos por la Ley 24901. ____________________________  

 _____ De allí surge claramente que la acción no tuvo como objeto 

principal una cuestión patrimonial sino el resguardo del derecho a 

la salud del menor con discapacidad, el que se vio conculcado por 

la actitud negatoria de la obra social. ___________________________  

 _____ En ese contexto procede el pedido de restitución de los 

importes de los gastos, pues ha sido formulado como una pretensión 

accesoria del mencionado objeto principal, que sobradamente 

justifica la pertinencia de la vía excepcional. Al contrario, 

obligar a los actores a intentar un proceso ordinario para cobrar 

las sumas reclamadas implicaría, en la especie, un exceso ritual 

manifiesto. _______________________________________________________  

 _____ Es que si bien el reintegro de gastos solicitado por vía de 

amparo no resulta procedente cuando la cuestión se limita a un 

asunto meramente patrimonial y está ausente la urgencia que es 

propia de este proceso especial, esta Corte ha hecho lugar a 

pedidos en ese sentido cuando se ordena la cobertura de un 

problema de salud y el reintegro de gastos resulta ser la 

consecuencia de la modalidad de dicha cobertura, razón por la cual 

el reconocimiento solicitado guarda relación directa e inmediata 

con la protección de la salud del menor amparado (conf. Tomo 

138:15; 182:323; 240:107, entre otros). ___________________________  
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 _____ La referida condena a reintegrar las sumas abonadas por los 

amparistas tampoco obsta a las facultades de control que el 

Instituto Provincial de Salud de Salta puede ejercer en el marco 

del ordenamiento jurídico vigente. _______________________________   

 _____ 10) Que en definitiva, corresponde rechazar el recurso de 

apelación interpuesto por el demandado y, en consecuencia, 

confirmar la sentencia apelada, con costas (art. 67 del 

C.P.C.C.)._______________________________________________________ 

________________________LA CORTE DE JUSTICIA, ____________________  
_____________________________RESUELVE: ___________________________  
 _____ I. RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto por el 

demandado y, en su mérito, confirmar la sentencia apelada. Con 

costas. __________________________________________________________  

 _____ II. MANDAR que se registre y notifique. ____________________  

 

(Fdo.: Dra. Teresa Ovejero Cornejo –Presidenta-, Dr. Sergio Fabián 

Vittar, Dra. Adriana Rodríguez Faraldo, Dres. Guillermo Alberto 

Catalano, Ernesto R. Samsón, Dras. Sandra Bonari, María Alejandra 

Gauffin y Dr. José Gabriel Chibán –Juezas y Jueces de Corte-. Ante 

mí: Dra. María Jimena Loutayf –Secretaria de Corte de Actuación-). 

 

 


